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Señores
JUZGADOS MUNICIPALES DE CUCUTA (REPARTO)
E. S. D

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA PARA PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD en conexidad con los derechos fundamentales a la VIDA, a la DIGNIDAD HUMANA, a la SEGURIDAD SOCIAL y al MÍNIMO VITAL  . CON MEDIDA  PROVISIONAL  URGENTE
ACCIONANTE: 
_____________________________________

ACCIONADO:  UNION TEMPORAL UT RED INTEGRADA FOSCAL – CUB y CLINICA MEDICO QUIRURGICA 


____________________________________________ , mayor de edad, identificado como aparece al pie de mi firma, actuando en nombre propio, acudo ante su Despacho respetuosamente para promover ACCIÓN DE TUTELA, contra  las arriba accionadas Representadas legalmente por sus Directores o gerentes, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política y los Decretos Reglamentarios 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, con el objeto de que se ampare los derechos constitucionales fundamentales que considero amenazados y/o vulnerados, con fundamento en los siguientes hechos.

( NOTA:  SI EL AFECTADO NO LA PUEDE COLOCAR PERSONALMENTE, LA PUEDE COLOCAR UN FAMILIAR	,  manifestando que actua a nombre del paciente . Es decir  no escribe que actúa a nombre propia sino como AGENTE OFICIOSO DE………..) 

HECHOS

( SI LA TUTELA SE VA A PRESENTAR A NOMBRE DE OTRA PERSONA COMO AGENTE OFICIOSO, AL MOMENTO DE REDACTAR,,,, LO DEBE HACER NO EN PRIMERA PERSDONA, SI NO A NOMBRE DEL PACIENTE.  EJEMPLO.. MI SEÑOR PADRE PADEDECE…..DE..2.  A MI SEÑOR PADRE EL MEDICO LE ORDENO….) 

Los hechos en que se fundamentan la Violación y el desconocimiento del Derecho que me conlleva a promover esta ACCIÓN DE TUTELA son los siguientes:

PRIMERO: Me encuentro afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, administrado por la Fiduprevisora S.A.   Sistema General de Seguridad Social en Salud Régimen Contributivo por intermedio de UNION TEMPORAL UT RED INTEGRADA FOSCAL – CUB y FUNDACION MEDICO PREVENTIVA CUCUTA, I.P.S.  en calidad de  DOCENTE ACTIVO. 

SEGUNDO:   Como debe constar en mi HISTORIA CLINICA, padezco la siguiente patología: ____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________.





TERCERO:  Por lo expuesto anteriormente los  médicos tratantes,  ordenaron el siguiente tratamiento: ____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________.



CUARTO:   El anterior diagnóstico y plan de manejo lo puse en conocimiento de la UT FOSCAL-CUB- CLINICA MEDICO QUIRURGICA  SEDE CUCUTA, desde el ______________________________________________ del año en curso,  ante lo cual el doctor JOSE RICARDO  QUIÑONEZ- SUBDIRECTOR MEDICO DEL CONTRATO DE MAGISTERIO, hizo caso omiso. 

QUINTO:  En repetidas ocasiones de manera personal he solicitado pronunciamiento por parte de la demandada, pro no he obtenido respuesta de fondo.


SEXTO:  La desatención y negligencia por parte de la demandada, pone en peligro mi salud y mi vida. 

SEPTIMO:  No estoy en condiciones eonómicas, de realizarme el procedimiento ordenado, de mi propio peculio.  


DERECHOS VULNERADOS

Estimo violado el Derecho a la SALUD en conexidad con los derechos fundamentales a la VIDA, la DIGNIDAD HUMANA y  la SEGURIDAD SOCIAL.


PRUEBAS


1. Copía de la orden emitida  por el medico tratante de fecha.
2. Copia de_______________________________________
3. Copia de. _______________________________________________

PETICIONES

Con fundamento en los Hechos relacionados, solicito al Despacho del Honorable Juez disponer y ordenar a la parte Accionada y a favor mío, lo siguiente:

PRIMERO: Tutelar DE MANERA INTEGRAL  el derecho fundamental a la SALUD en conexidad con los derechos fundamentales a la VIDA, a la INTEGRIDAD PERSONAL,  y a la SEGURIDAD SOCIAL.

SEGUNDO: Ordenar a  LA UNION TEMPORAL UT RED INTEGRADA FOSCAL – CUB y  CLINICA MEDICO QUIRURGICA . ____________________________________________________________________________________________________________

TERCERO: Ordenar a LA  UNION TEMPORAL UT RED INTEGRADA FOSCAL – CUB y  CLINICA MEDICO QUIRURGICA para que asuma la responsabilidad de los gastos para el TRATAMIENTO INTEGRAL DE MI PATOLOGÌA , EN CASO DE REMISIONES A HOSPITALES, SUMINISRO DE MEDICAMENTOS Y DEMAS. 

CUARTO: Ordenar A  la UNION TEMPORAL UT RED INTEGRADA FOSCAL – CUB y FUNDACION MEDICO PREVENTIVA CUCUTA, E.P.S para que asuma la responsabilidad de los gastos para tratamientos médicos especializados, exámenes, medicamentos, Intervenciones quirúrgicas, patologías que se puedan derivar de la misma y procedimientos post-quirúrgicos necesarios que estén dentro o fuera del POS, con el fin de proteger mi derecho a la salud y por ende el derecho a la vida.

MEDIDA PROVISIONAL URGENTE

Ruego a Su Señoría, que como medida provisional urgente, ordene de manera inmediata, lo siguiente, teniendo como fundamentos entre otros lo expuesto en . Auto 555 de 2021, 23 de agosto de 2021. M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera.
______________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________.

Las  razones por las cuales solicito la medida  provisional  urgente  son las  siguientes: ____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________.



FUNDAMENTOS DE DERECHO

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. El artículo 8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Las disposiciones constitucionales que buscan garantizar el acceso a la salud integral artículos: 1, 2, 11, 13, 47, 48, 49, 53, 85, 86, 93.

DERECHO A LA SALUD:
Los derechos a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas 

Sobre los derechos a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas, es preciso hacer un breve pronunciamiento, como garantías que están 

estrechamente ligados al derecho fundamental a la salud. Sobre esta base, el artículo 48 de la Constitución Política dispone que la seguridad social es “un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad en los términos que establezca la ley”. Por lo tanto, la adecuada garantía del derecho a la salud o su afectación redundará en el amparo o desconocimiento del derecho a la seguridad social.


La Corte ha reiterado, a su vez, que debido a que el derecho fundamental a la salud comprende no solo el bienestar físico, biológico y funcional de la persona, sino, también, los aspectos psicológicos y emocionales y que la atención integral debe aplicarse a todas estas facetas, se configura la obligación de las EPS de brindar un tratamiento completo para todas las enfermedades que afectan todos aquellos ámbitos que hacen parte del mencionado derecho, para, de esta manera, propiciar una adecuada calidad de vida y dignidad humana en todas las esferas de la salud de una persona. 
La Constitución Política de Colombia de 1991 consagra:

Artículo 2: Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

Artículo 13: (…) El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.


PRECEDENTE JUDICIAL


Mediante la Sentencia T-760 de 2008, la Corte estableció que la salud es un derecho fundamental autónomo “en lo que respecta a un ámbito básico, el cual coincide con los servicios contemplados por la Constitución, el bloque de constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud, con las extensiones necesarias para proteger una vida digna”. Por su parte el legislador mediante la Ley Estatutaria 1751 de 2015, en su artículo 2° reconoció que la salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable que debe ser prestado de manera oportuna, eficaz y con calidad.

El derecho constitucional fundamental a acceder a los servicios de salud que se requieran, no excluidos expresamente
 
[bookmark: _ftnref219]La Sentencia SU-508 de 2020 retoma la jurisprudencia constitucional en salud, la actualiza y defiende su vigencia. Partiendo de la Constitución, la jurisprudencia aplicable, y el avance y desarrollo que supuso la expedición de la Ley Estatutaria de Salud (Ley 1751 de 2015), se reconoce que toda persona tiene derecho constitucional a acceder a los servicios de salud que requiera y no estén excluidos del Sistema de Salud, por medio de un proceso transparente, participativo, deliberativo y fundado en la mejor evidencia.[219]
 
La defensa de esta regla fundamentada en la Constitución, la Ley Estatutaria y el resto del ordenamiento aplicable es crucial, porque asegura al saber médico la capacidad de contemplar todos aquellos servicios de salud disponibles, al momento de establecer cuál es el tratamiento que debe recibir una persona. No es razonable que un profesional de la medicina no pueda considerar un servicio de salud que puede garantizar el goce efectivo de los derechos a la vida, la integridad física y psicológica, la salud y, por supuesto, la dignidad de una persona. El ejercicio médico no puede estar sometido a obstáculos y barreras irrazonables, por ejemplo de carácter administrativo, que le impidan tomar las decisiones adecuadas para la salud, considerando la mejor evidencia y conocimiento científico aplicable a la individualidad biológica de cada quien.
 
[bookmark: _ftnref220] Ahora bien, la Sala Plena de la Corte también reconoce que de manera claramente excepcional es posible garantizar el acceso a un servicio de salud que esté excluido del Sistema de Salud.[220] Bajo el actual desarrollo constitucional y normativo, se enfrenta una situación distinta a la que existía antes de la expedición de la Ley Estatutaria y sus posteriores reformas legales y reglamentarias. Se entendía que, en principio, las personas sólo tenían acceso a los servicios de salud expresamente reconocidos en el plan de servicios (en aquel tiempo, el llamado ‘Plan Obligatorio de Salud’, POS). Todo servicio distinto a los expresamente reconocidos podía llegar a ser considerado, pero como un servicio no contemplado por no estar incluido. Ahora, como lo dicen las reglas aplicables y lo reconoce nuevamente la Corte Constitucional, el Sistema contempla todo servicio de salud que no esté expresamente excluido. Hoy existe un Plan de Beneficios en Salud (PBS) en el que se incluyen de manera expresa ciertos servicios y tecnologías de salud. Pero la regla es clara: el Sistema de Salud contempla todo servicio que no ha sido excluido expresamente.
DERECHO A LA VIDA

El artículo 11 de la Constitución Política, consagra:   "El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte". 

En un primer sentido, el anterior principio indica que la Constitución protege a las personas contra toda acción u omisión de cualquier naturaleza, que objetivamente ponga en peligro la vida de un ser humano. Ello se fundamenta en la característica de inviolabilidad que es de la esencia misma del mencionado derecho. Esto significa que la vida es de un valor ilimitado como correlativamente lo es su protección. En otras palabras la vida es un derecho absoluto y por consiguiente no admite límites como sí se establecen para otros derechos fundamentales. Lo anterior se reitera con la prohibición de la pena de muerte que consagra nuestra Carta. 

DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA

Constitución Política de Colombia de 1991


PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUELA

Esta Acción de Tutela es procedente como mecanismo transitorio en conformidad a lo dispuesto en los incisos 1 y 3 del artículo 86 C.P. y artículo 6° de su Decreto Reglamentario 2591 de 1991, pues la accionante carece de otros medios de defensa judicial idóneos para proteger instantemente y objetivamente los derechos fundamentales a la vida, a la salud, a la seguridad social y el mínimo vital, amenazados en virtud de la conducta de COOMEVA E.P.S. que me coloca en total desprotección económica y asistencia de seguridad social en salud y riesgos.

Por otra parte, la existencia de "otro medio de defensa" ha sido retiradamente explicado por la H. Corte Constitucional, en el sentido de que no siempre que se presenten varios mecanismos de defensa, la Tutela resulta siempre que se presenten varios mecanismos de defensa, la Tutela resulta improcedente. Es necesario además una procedencia de eficacia de los mismos a partir de la cual se concluya que alguno de los otros medios existentes es tan eficaz para la protección del derecho fundamental como la acción de tutela misma.

. Auto 555 de 2021, 23 de agosto de 2021. M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera.

Recientemente, la Corte Constitucional suspendió la realización de las pruebas de conocimiento y aptitudes correspondientes a la denominada Convocatoria 27 para proveer cargos de jueces y magistrados, las cuales estaban programadas para el 27 de agosto del año en curso. Esta decisión la tomó como medida provisional, de ahí que sea importante conocer los requisitos para solicitar esta figura y que prospere en el trámite de la acción de tutela.
Las medidas provisionales son órdenes preventivas que el juez de tutela puede adoptar, de oficio o a petición de parte, y cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho mientras toma una decisión definitiva en el asunto respectivo. Tienen por fin evitar que la amenaza sobre un derecho fundamental se convierta en una vulneración o que la afectación se vuelva más gravosa, de manera que un eventual fallo a favor del solicitante no sea ilusorio (art. 7, Dto. 2591 de 1991).
En ese sentido, el juez puede suspender la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere el derecho, o en general, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a protegerlo o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados.
No obstante, es necesario que existan razones suficientes que sustenten la necesidad de dictarlas, ya que su decreto es excepcional. Por tanto, se debe “analizar la gravedad de la situación fáctica propuesta, junto con las evidencias o indicios presentes en el caso”. Concretamente, según la Sala, la procedencia de las medidas provisionales está supeditada al cumplimiento de estas tres exigencias:
(i) Que exista una vocación aparente de viabilidad. Significa que debe “estar respaldada en fundamentos (a) fácticos posibles y (b) jurídicos razonables”, es decir, que tenga apariencia de buen derecho (fumus boni iuris). Este requisito exige que el juez pueda inferir, al menos prima facie, algún grado de afectación del derecho. Aunque en la fase inicial del proceso “no se espera un nivel de certeza sobre el derecho en disputa, sí es necesario un principio de veracidad soportado en las circunstancias fácticas presentes en el expediente y apreciaciones jurídicas razonables soportadas en la jurisprudencia de la Corte Constitucional”.
(ii) Que exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales por la demora en el tiempo (periculum in mora). Debe existir “un alto grado de convencimiento de que la amenaza de perjuicio irremediable es cierta, y que el daño, por su gravedad e inminencia, requiere medidas urgentes e impostergables para evitarlo”. Es decir, la medida provisional procede cuando la intervención del juez es necesaria para evitar un perjuicio “a un derecho fundamental o al interés público, que no podría ser corregido en la sentencia final”.
(iii) Que la medida no resulte desproporcionada. La medida no debe generar un daño intenso a quien resulta directamente afectado por ella. Este requisito exige una ponderación “entre los derechos que podrían verse afectados y la medida”, con el fin de evitar que se adopten decisiones que, aunque tengan algún principio de justificación, “podrían causar un perjuicio grave e irreparable a otros derechos o intereses jurídicos involucrados”.
En todo caso, las medidas provisionales no representan el prejuzgamiento del caso, ni pueden entenderse como un indicio del sentido de la decisión. Su finalidad se limita solo a evitar que se materialice la vulneración o perjuicio de los fundamentales involucrados, mientras se adopta una sentencia definitiva
De otro lado, según la Corporación, quienes actúen como coadyuvantes en el proceso de tutela también están facultados para solicitar la adopción de medidas provisionales, siempre y cuando den cuenta, al menos de manera sumaria, de la existencia prima facie de su interés legítimo en el resultado de la controversia.
Corte Constitucional. Auto 555 de 2021, 23 de agosto de 2021. M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera.


ANEXOS

1 - Copia de la Tutela para el archivo del Juzgado
2 - Copia de la Tutela para el traslado
3 - Copia de los documentos relacionado en el acápite de pruebas

JURAMENTO

Manifiesto Señor Juez, bajo la gravedad del juramento, que no he interpuesto otra Acción de Tutela por los mismos hechos y derechos aquí relacionados, ni contra la misma autoridad.

COMPETENCIA

Corresponde a su Honorable Despacho, Desatar esta Acción, dada la Naturaleza del asunto, la Designación del Art.1 del Decreto 1382 de 2000, el Domicilio del ACCIONANTE y la elección del ACCIONADO.

NOTIFICACIONES


La parte Accionada recibirá notificaciones en:  CLINICA MEDICO QUIRURGICA
Dirección: Sede Administrativa Cúcuta: Avenida 9E No. 6-107 Quinta Oriental. 
Teléfono: Cúcuta: 5755128 
DIRECCION ELECTRONICA: gestiondocumental@cmqcucuta.com

Mi dirección es:  Diagonal 11 D M
CELULAR 3142835. 
E MAIL:  mar@gmail.com 


Del Señor Juez atentamente,



Cordialmente,


CC. No.expedida en Cúcuta. 
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